HOMICIDIO CULPOSO
RADICACIÓN: 660016000035201402727
PROCESADOS: AIMER RAMÍREZ ZAPATA
SE NIEGA EL RECURSO
A N°052

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

TEMAS:
PRECLUSIÓN PARCIAL DE LA ACCIÓN PENAL POR INDEMNIZACIÓN A UNA DE LAS VÍCTIMAS / FALTA DE INTERÉS PARA RECURRIR DE LAS DEMÁS.

Debe quedar claro por tanto que no se ha violado en modo alguno el derecho a la igualdad procesal que anuncia el letrado, dado que cada situación ha seguido el rumbo procesal que legalmente corresponde. Y en esa dirección debe quedar claro que en caso de un fallo condenatorio, tal cual lo dejaron dicho tanto la señora jueza como el defensor, los apoderados de las restantes víctimas tienen expedito el incidente de reparación integral, al cual podrá ser vinculado el procesado, los terceros incidentales, y la propia Compañía de Seguros Colombia, quien sería llamada en garantías y en ese escenario se debatirá lo que corresponda con la póliza de seguros y su exigibilidad para estos efectos. 

No se ve por parte alguna en consecuencia, el interés legítimo que pueda tener el apelante con respecto a la determinación adoptada en el presente asunto en lo que hace con la preclusión parcial del trámite y la consiguiente ruptura de la unidad procesal, a consecuencia de lo cual al Tribunal le corresponde abstenerse de desatar el recurso interpuesto… 
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RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA de decisión PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, trece (13) de noviembre de dos mil dieciocho (2018)

  ACTA DE APROBACIÓN N°  1001
  SEGUNDA INSTANCIA

	Acusados: 
	Aimer Ramírez Zapata

	Cédula de ciudadanía:
	10.144.020 de Pereira (Rda.), 

	Delito:
	Homicidio culposo y lesiones culposas

	Víctima:
	Diana Marcela Tapasco Diaz

	Procedencia:
	Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira con funciones de conocimiento

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por uno de los apoderados de las víctimas, contra la providencia interlocutoria de fecha octubre 11 de 2018, por medio de la cual se decretó la preclusión parcial y dispuso el rompimiento de la  unidad procesal. SE NIEGA EL RECURSO.


1.- VISTOS 


Corresponde a la Corporación pronunciarse sobre el recurso de apelación que en forma subsidiaria interpuso uno de los apoderados de las víctimas, en contra de la providencia interlocutoria proferida el pasado once (11) de octubre del año que avanza por parte de la titular del Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta capital, por medio de la cual decretó la preclusión parcial del trámite por indemnización integral en lo que hace con el delito de homicidio culposo en la persona que en vida respondía al nombre de CAROLINA CARDONA LÓPEZ, y a consecuencia de ello ordenó la ruptura de la unidad procesal y el envío por competencia a los señores Jueces Penales Municipales de esta capital, de la actuación que se debe seguir adelantando por las lesiones personales culposas ocasionadas a las restantes víctimas.

2.- ACTUACIÓN PROCESAL
2.1.- En noviembre 27 de 2017 le fue asignado por reparto al Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira (Rda.) el escrito de acusación que presentara la Fiscalía Primera Seccional de esta municipalidad en contra del ciudadano AIMER RAMÍREZ ZAPATA, a quien se le endilgó el punible de homicidio culposo en la persona que en vida respondía al nombre de CAROLINA CARDONA LÓPEZ, en concurso heterogéneo con las lesiones personales igualmente culposas que sufrieran DIANA MARCELA TAPASCO DIAZ, MARTHA CECILIA BERMÚDEZ ATEHORTÚA, y RONAL FERNANDO MARÍN GARCÍA. Lo anterior, según lo que se pudo establecer de lo registrado en hecho de tránsito ocurrido en junio 20 de 2014 en la vía que de la “Y de Cerritos” conduce a “Cauya”, más concretamente a la altura del sector conocido como “Hato Viejo”, sitio donde colisionó la buseta timoneada por el aquí acusado contra el automóvil aveo conducido por la hoy occisa CARDONA LÓPEZ. Se aclara que las tres personas ya reseñadas quienes resultaron afectadas en su integridad física se desplazaban en el interior del citado autobús.
2.2.- La audiencia de formulación de acusación se llevó a cabo en febrero 19 de 2018, y en junio 12 de este mismo año se surtió la audiencia preparatoria. Hasta ese momento el trámite procesal se surtía sin contratiempo alguno, pero ocurrió que al momento de comenzar la audiencia de juicio oral, y más concretamente luego de un primer aplazamiento por la inasistencia de uno de los apoderados de víctimas, en octubre once (11) se logró reanudar ese acto público y en este instante el fiscal delegado le pidió a la titular del despacho cognoscente que decretara la preclusión de la acción penal por indemnización integral en lo que hacía referencia con el delito de Homicidio Culposo
, como quiera que se había llegado a un contrato de transacción entre la Compañía Aseguradora y los familiares de quien figura como occisa CARLONS CARDONA LÓPEZ. La situación fue corroborada por el apoderado de los citados parientes, quien afirmó al estrado que en efecto dentro del proceso civil que se adelantó por este asunto se celebró el referido contrato de transacción y en consecuencia quienes allí figuran como víctimas se declaran indemnizadas por todo concepto.

2.3.- Con fundamento en lo anterior, el delegado fiscal solicitó no solo la preclusión parcial del trámite, sino que a consecuencia de ello se debía romper la unidad procesal y disponer la continuación de la investigación por lesiones personales culposas, para lo cual se debería asignar un nuevo radicado.
2.4.- Al correrse traslado de esa petición a los apoderados de víctimas, el profesional que asiste los intereses de la lesionada en su integridad física DIANA MARCELA TAPASCO DÍAZ, manifestó que se oponía a tal pretensión como quiera que a la víctima que representa no se le ha dado el mismo trato por parte de la Compañía de Seguros, y el rompimiento de la unidad procesal iría en contravía de sus intereses porque “puede verse desvanecido el reconocimiento de la Compañía de Seguros para indemnizar y puede darse una patente de corso para que las Compañías reconozcan un hecho mayúsculo como es el homicidio buscando la preclusión de la acción penal, y dejen de lado las lesiones personales, como si las víctimas de lesiones fueran de tercera categoría, y de continuarse la investigación en otro juzgado podría darse al traste con sus pretensiones a la justicia, verdad y reparación integral como quiera que no se ha respetado su derecho a la igualdad procesal”. Otro de los apoderados de víctimas compartió la posición asumida por el letrado que se opone, en tanto el defensor del acusado expresó que la ruptura de la unidad procesal no afecta en modo alguno los intereses de las víctimas.
2.5.- La titular del despacho accedió a disponer la preclusión de la acción penal pero única y exclusivamente en lo atinente al punible de homicidio culposo, al haberse presentado la indemnización integral de las víctimas por parte de la Compañía de Seguros en el trámite que se adelantó ante el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta capital, tal cual consta en el contrato de transacción que adjuntó el delegado fiscal. Adicional a ello, la funcionaria dispuso la ruptura de la unidad procesal y a consecuencia de tal determinación ordenó que la causa fuera remitida ante los señores Jueces Penales Municipales (Rpto) por ser la autoridad competente para definir lo atinente a las lesiones personales culposas. 
2.6.- Frente a esa determinación el apoderado de víctimas inconforme interpuso el recurso de reposición y en subsidio el de apelación, a consecuencia de lo cual reiteró los mismos argumentos expuestos inicialmente en pro de su representada. Tanto el delegado fiscal como la defensa se opusieron a la revocatoria solicitada, con fundamento en que no es verdad que las víctimas en los punibles de lesiones personales culposas se vayan a ver afectadas con esta determinación, como quiera que el apoderado que impugna tiene abierta la posibilidad de acceder al incidente de reparación integral en caso de darse un fallo de carácter condenatorio. La juzgadora de instancia negó la reposición porque no es cierto que haya operado la referida prescripción, y porque la determinación adoptada en nada perjudica los intereses de las restantes víctimas, dado que tendrán la posibilidad de accederé a un juicio pleno de garantías y por supuesto al incidente de reparación integral; en consecuencia concedió el recurso de apelación en el efecto suspensivo, para cuyo efecto dispuso la remisión de los registros a esta Corporación con el fin de desatar la alzada.

3.- Para resolver, SE CONSIDERA

Debería pronunciarse de fondo la Colegiatura acerca de la oposición de uno de los apoderados de víctimas en cuanto a la declaratoria de preclusión parcial de la acción penal por indemnización integral, seguida de la ruptura de la unidad procesal y del cambio de competencia en el presente asunto, de no ser porque se observa que el letrado inconforme carece de interés para recurrir y en consecuencia la Sala debe negar el recurso. Se explica:
Entiende la Corporación que el letrado que impugna no niega en momento alguno la causal de preclusión consistente en la indemnización integral efectuada por la Compañía Asegurado, a cuyo efecto queda claro, como no puede ser de otra manera, que los parientes de CAROLINA CARDONA LÓPEZ, quien falleciera en el trágico hecho que aquí se lamenta, suscribieron contrato de transacción y se declararon resarcidos de todo perjuicio dentro de un proceso civil que se adelantó ante el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta capital. A lo cual se abona el hecho de haberse expedido dos órdenes de pago, una por 240’000.000.oo y otra por 60’000.000.oo, que fueron recibidos a satisfacción y de conformidad con lo acordado por parte del señor apoderado de los parientes de la occisa.

Lo que se discute y en lo cual radica la inconformidad, es el trato supuestamente displicente, discriminatorio o de “tercera categoría” que según afirma el apelante le dio la Compañía de Seguros a quienes resultaron con meras lesiones personales y no fallecieron, como quien dice que la transacción se dio por el acontecimiento de mayor relevancia y todo lo demás quedó relegado a un limbo jurídico porque la Compañía negó el pago a los lesionados bajo el entendido de haber operado la prescripción para esa reclamación, y por tanto -según así lo entiende- quedarán a la espera de la prescripción de la acción penal por el rompimiento de la unidad procesal aquí decretada y la variación de la competencia hacia un juzgado penal municipal, es decir, una autoridad de menor jerarquía.
Frente a ello, lo que el Tribunal observa es que el apoderado de las víctimas que impugna en condición de interviniente especial, tiene una gran confusión con respecto a todo lo sucedido con la Compañía Aseguradora y a los reales efectos procesales de la decisión adoptada por parte de la primera instancia. Obsérvese:

Lo primero a significar, es que las Compañías de Seguros no están obligadas a transar o transigir. Se trata de un acto de mera liberalidad según las circunstancias de cada asunto en particular. Y tal situación era apenas lógica en el presente asunto, como quiera que los afectados indirectos con el deceso de quien en vida respondía al nombre de CAROLINA CARDONA LÓPEZ acudieron mediante apoderado a un proceso civil extracontractual para dirimir el conflicto y recibieron un fallo a favor, a consecuencia de lo cual la Compañía de Seguros no tuvo opción diferente que pagar en los términos del fallo judicial. Y para ello, la citada Compañía afectó la póliza de responsabilidad civil extracontractual que amparaba el referido daño.

Cosa diferente entendemos sucedió con las restantes víctimas que tienen la condición de lesionadas, porque ellos no agotaron esos trámites civiles y han decidido optar por la reparación civil en el proceso penal. Con un agravante adicional, que ya la póliza que para ellos aplica no es la de responsabilidad civil extracontractual utilizada en el caso de la conductora fallecida quien timoneaba el rodante con el cual colisionó el bus de Flota Magdalena, sino la póliza de responsabilidad civil contractual, como quiera que los tres lesionado transitaban como pasajeros del mismo autobús, y allí lo que se genera es una potencial responsabilidad por el contrato de transporte que mediaba en esa relación entre pasajeros y empresa transportadora. Derivado de lo cual se entiende que la Compañía de Seguros se niega a transar con estas otras víctimas porque aduce, según se extrae del relato efectuado por el apelante, que esa acción civil ya prescribió o caducó.
Sea como fuere, no se entiende la razón por la cual se habla de un trato de “tercera categoría” para las víctimas de lesiones personales vs los familiares de quien falleció en el hecho de tránsito, como queriéndose indicar que si se transó por el homicidio necesariamente se tenía que acordar una indemnización para quienes resultaron lesionados en el mismo acontecimiento, porque una cosa, desde luego, no necesariamente conlleva, implica o compromete la otra.  
Lo segundo a considerar, es que una preclusión parcial por el delito de homicidio culposo, no da lugar a dejar en el limbo jurídicamente a las restantes víctimas que tienen la condición de lesionados, como quiera que lo correspondiente a ellos se debe seguir adelantando dado que no ha operado el fenómeno prescriptivo que preocupa al apoderado inconforme, tal cual lo explicó la juzgadora de instancia. 

Se entiende que se trata de conductas potencialmente al margen de la ley que son concurrentes y que por lo mismo se espera que sean tramitadas por conexidad bajo una misma cuerda procesal, como en efecto venía sucediendo hasta el momento de la instalación del juicio oral. Empero, que no sea así y que la situación varíe precisamente en virtud de sobrevenir una causal de preclusión por indemnización integral en lo relacionado con el homicidio, tal evento procesal no puede dar lugar a considerar que existan contratiempos para adelantar como corresponde lo pertinente con las lesiones personales culposas, dado que frente a estas no se dio igual evento de reparación.
Debe quedar claro por tanto que no se ha violado en modo alguno el derecho a la igualdad procesal que anuncia el letrado, dado que cada situación ha seguido el rumbo procesal que legalmente corresponde. Y en esa dirección debe quedar claro que en caso de un fallo condenatorio, tal cual lo dejaron dicho tanto la señora jueza como el defensor, los apoderados de las restantes víctimas tienen expedito el incidente de reparación integral, al cual podrá ser vinculado el procesado, los terceros incidentales, y la propia Compañía de Seguros Colombia, quien sería llamada en garantías y en ese escenario se debatirá lo que corresponda con la póliza de seguros y su exigibilidad para estos efectos. 

No se ve por parte alguna en consecuencia, el interés legítimo que pueda tener el apelante con respecto a la determinación adoptada en el presente asunto en lo que hace con la preclusión parcial del trámite y la consiguiente ruptura de la unidad procesal, a consecuencia de lo cual al Tribunal le corresponde abstenerse de desatar el recurso interpuesto; decisión frente a la cual procede el recurso de reposición. 
Ahora, en lo que atañe a la orden de envío del expediente al Juzgado Penal Municipal (Rpto.) de esta capital por competencia en cuanto a las lesiones personales culposas se refiere, es deber de la Sala poner de presente que con tal proceder la funcionaria a quo pretermitió el procedimiento de rigor, como quiera que lo que procedía era simple y llanamente disponer el envío inmediato de la actuación a la Corporación para efectos de definir la competencia a voces del artículo 54 C.P.P. Como así no se hizo, se ordenará a la titular del Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta capital que proceda en la dirección indicada antes de dar cumplimiento a la orden de remisión del expediente a los Jueces Penales Municipales.

4- DECISIÓN
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, NIEGA el recurso de apelación interpuesto por uno de los apoderados de víctimas en contra de la decisión interlocutoria proferida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito materia de apelación, por medio de la cual se dispuso la preclusión parcial del trámite con el consiguiente rompimiento de la unidad procesal; empero, se ordena a la funcionaria de primer grado que disponga el envío de la actuación a esta Corporación con miras a ser definida la competencia en lo que atañe a las lesiones personales culposas, a voces de lo dispuesto en el artículo 54 C.P.P. 
La decisión se notifica en estrados. Se hace saber que con respecto a la negación de la apelación procede el recurso de reposición que deberá ser interpuesto y sustentado dentro de este mismo acto de audiencia.
Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                  JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� A cuyo efecto citó en respaldo la aplicación extensiva del artículo 42 de la Ley 600/00, lo mismo que jurisprudencia atinente al tema contenida en el radicado 35946 del 13 de abril de 2011 por parte de la H. Corte Suprema de Justicia.
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